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El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Lo dado a conocer por la Fiscalía General de la Nación indica que la Dra. ELIZABETH RODRÍGUEZ VÉLEZ, Fiscal 37 local delegada ante los jueces penales municipales de Pereira (Rda.), dispuso al parecer indebidamente el archivo definitivo de una indagación preliminar con fundamento en un desistimiento que no podía generar esa consecuencia dadas las singulares circunstancias en que fue emitido. Dicha irregularidad en tal desistimiento se hizo consistir por el denunciante –Dr. HELMER ALONSO CASTAÑO BERMAX, quien funge como actual apoderado de la víctima- en el hecho de haber sido obtenido mediante la intervención de un investigador adscrito al CTI de nombre JUAN CARLOS PIEDRAHITA MARÍN quien engañó a su representada como quiera que le dio una información falsa consistente en que el indiciado había fallecido y por tanto no se podía continuar con el trámite investigativo; error que fue coadyuvado por el anterior abogado de confianza, Dr. CARLOS ALONSO BUITRAGO MONTOYA, al no exigir que se pusiera de presente la copia del certificado de defunción para proceder en consecuencia y no obstante ello le aconsejó a su cliente que “firmara el desistimiento que no había nada que hacer”. 
1.2.- El Fiscal Tercero Delegado ante esta Corporación, luego de adelantar el programa metodológico con miras a esclarecer lo sucedido, presentó formal solicitud de preclusión a favor de la fiscal indiciada con fundamento en la causal 4ª del artículo 332 C.P.P., esto es, atipicidad del hecho investigado. Los fundamentos de esa pretensión se pueden sintetizar de la siguiente manera:

Para cimentar su petición el señor fiscal realizó un recuento de los hechos génesis de la actuación, los cuales tienen que ver con el archivo de la indagación (29 de agosto de 2014) que por el punible de lesiones personales culposas en la persona de la señora LUZ ADRIANA GONZÁLEZ CARDONA se adelantó en contra del conductor de un vehículo que fue inicialmente identificado como JHON JAIME GUTIÉRREZ AGUILAR, pero cuya verdadera identidad no podía ser esa en cuanto para la fecha del hecho de tránsito (31 de agosto de 2011) la persona con ese nombre ya había fallecido (11 de octubre de 2008) según consta en certificado de defunción finalmente allegado a las diligencias.
Entiende el delegado que la inconformidad del denunciante en contra de la fiscal indiciada consiste en que la funcionaria no debió haber dispuesto ese archivo del trámite “sin antes verificar que el desistimiento de parte de su cliente hubiera sido libre e informado”, tal cual se consagra como una obligación legal cuyo incumplimiento genera automáticamente el delito de prevaricato por omisión. Empero, el señor fiscal es del criterio que esa afirmación del denunciante no es atendible al menos para el caso que se analiza, por múltiples razones a saber:
- El retardo la omisión o la denegación se deben analizar en directa referencia a la oportunidad legal para la realización del acto debido. 
- El acto omisivo debe ser realizado deliberadamente al margen de la ley.

- No hay discusión acerca del pronunciamiento de archivo que realizó la fiscal indiciada estando en ejercicio de su función; empero -asegura- no hay prueba en cuanto a la lesión o puesta en peligro de manera proterva o malintencionada de su parte del bien jurídico tutelado: la Administración Pública.
- Lo que existe es un mar de confusiones generado por el informe que le remitió el investigador del CTI PIEDRAHITA MARÍN a la fiscal RODRÍGEZ VÉLEZ, en el cual menciona textualmente que la señora LUZ ADRIANA GONZÁLEZ CARDONA en su condición de victima había desistido y se anexaba su entrevista. 
- La conducta objeto de investigación, esto es, LESIONES PERSONALES CULPOSAS, tenía la condición de QUERELLABLE y era DESISTIBLE; luego entonces, se había generado una causal para extinguir la acción penal por una persona legitimada para hacerlo.

- El artículo 76 de la Ley 906 de 2004 permite el archivo de las diligencias con ocasión de un desistimiento.

- No aplica en este caso aquello del deber de la fiscal para verificar que ese desistimiento fuese libre, voluntario e informado, como lo pretende exigir el abogado denunciante, porque: (i) el desistimiento se dio en el interior de una entrevista ante funcionario de Policía Judicial que dio cumplimiento a un programa metodológico impartido por la delegada fiscal; (ii) esos informes se rinden bajo la gravedad del juramento; (iii) la señora GONZÁLEZ CARDONA es una profesional, luego entonces, está en capacidad de tomar decisiones; y (iv) ella contaba además con la asesoría de un profesional del derecho cuando tomó la determinación de desistir.
- Podría decirse que en efecto una actitud más proactiva de la señora fiscal habría hecho posible, si bien no la reactivación de la indagación por el hecho de tránsito que ya había sido desistida, al menos la compulsa de copias para investigar al sujeto que “abusivamente había suplantado la identidad del occiso exhibiendo incluso sus documentos de identificación”. Sin embargo, se debe llamar la atención acerca de que tal circunstancia consistente en el abuso de la identidad de una persona fallecida, no fue mencionada en el informe propiamente dicho sino en un anexo de ese informe, con lo cual no llamó la atención de la funcionaria, o en otras palabras, pasó desapercibido para ella como quiera que centró su atención en la causal de extinción de la acción por desistimiento y no por la muerte del procesado.
- Finalmente, sea como fuere, la conducta omisiva que se le atribuye a la funcionaria no tuvo trascendencia para la Administración de Justicia, como quiera que ningún daño efectivo causó, ya que tan pronto se conoció del error cometido el mismo se enmendó de manera oportuna con la reapertura de la indagación por el hecho de tránsito y la compulsa de copias para investigar la suplantación personal. 
1.3.- Al correrse traslado de esa intervención a la víctima, señora LUZ ADRIANA GONZÁLEZ, hizo énfasis en la negligencia judicial en cuanto acudió en términos de ley a formular la denuncia por un accidente que sucede el 31 de agosto de 2011, y la única vez que la citan es en el 2014 cuando pasaron cuatro años. De Medicina Legal la mandan para la SOS, de allí nuevamente a Medicina Legal, y llega un momento en que la columna le saca cuenta de cobro y le genera unas limitaciones que la llevan a darse cuenta que se le partió algo del coxis, pero la vida sigue y lo que pide es justicia, porque no entiende qué pasó en esos tres años en los que nunca hubo una citación. No considera justificable decir que la Fiscal por tener 700 casos a cargo no tuvo tiempo para revisar que el señor que la accidentó estaba fallecido, lo que pretende es que alguien responda por el daño causado porque pasaron tres años y medio o cuatro sin que se hiciera una sola diligencia, pareciera como si se hubiera dejado transcurrir el tiempo para luego mandarla a desistir, cuando ni siquiera sabía qué era un desistimiento. Pide solidaridad y justicia para que le respondan.

1.4.- A su turno, el apoderado de la víctima solicita desatender la solicitud que presenta la Fiscalía, en razón a que ellos como personas naturales advirtieron que una persona suplantó a otra, le entregó una cédula y un pase de conducción a un guarda de tránsito, quien confió en la buena fe y consignó los datos de esos documentos que le entregaron, por lo que se inició un proceso, luego del cual se desenlaza todo lo que ya se conoce. 
La Fiscalía lideró un programa metodológico en el cual intervino un representante del CTI, y este investigador le informa a la fiscal que tiene el desistimiento de la víctima en el caso. No se conocía de qué manera se obtuvo el desistimiento de la señora, hasta que él como abogado fue llamado y se entera que esta última fue citada para que desistiera, momento en el cual se resquebraja el argumento de que ese desistimiento fue voluntario. En el llamado que la víctima dice le hicieron, afirma que le informaron que debía desistir porque el señor que la accidentó había fallecido y esa es una causal de extinción de la acción, entonces la señora confió en lo que le informaron.

La Fiscalía afirma que estamos ante una situación atípica porque la situación fáctica no hace eco en el tipo penal de prevaricato por omisión, pero ello contraría el artículo 76 del C.P.P inciso 2, porque le corresponde a la Fiscalía verificar que el desistimiento sea voluntario, libre e informado, antes de aceptarlo y archivar las diligencias; es decir, que nos encontramos con un ítem que aterriza la parte objetiva del artículo 414, contrario a lo que afirma el señor Fiscal delegado, ya que era deber de la Fiscalía verificar la información ofrecida por el investigador. 
Señala que si ellos no intervienen se hubiese lesionado la Administración de Justicia porque se queda sin investigación el que una persona presente ante una autoridad, en este caso de tránsito, unos documentos falsos, que finalmente tenían por objeto engañar a la Administración de Justicia.

Lo mínimo que se podía exigir es que la fiscal del caso hiciera alguna verificación de la existencia del hecho y la participación del implicado, puesto que el accidente sucedió en el 2011 y esa persona dueña de los documentos había fallecido desde el 2008. Por otro lado, desde que el hecho se registró en agosto de 2011, no se hizo nada más que el programa metodológico, es decir, no se hizo absolutamente nada durante más de 3 años, y peor aún, no se verificó la información.

1.5.- Por su parte, el representante del Ministerio Público hizo un recuento de lo realizado por la señora fiscal en el proceso objeto de cuestionamiento, y destaca que se procedió a realizar los correspondientes programas metodológicos, y además a mediados de 2014 se agotó la audiencia de conciliación la cual fue fallida porque no concurrieron las partes. Con posterioridad a ello el entonces abogado de confianza le pidió a la víctima contactar al investigador, lo que en efecto acontece y en ese encuentro se le hace una entrevista a la señora LUZ ADRIANA GONZÁLEZ CARDONA a quien se le pregunta si conoce al señor JHON JAIME GUTIÉRREZ AGUILAR, y ante su desconocimiento le refirió que esta era la persona que la había colisionado, pero que había fallecido el 11-10-08, y en consecuencia ahí terminaba el proceso. A consecuencia de ello la víctima consultó a su abogado, y este a su vez le indicó que firmara el desistimiento porque en esas condiciones “no había nada qué hacer”. 
Fue tiempo después que se estableció que el fallecimiento anotado se dio antes de que sucediera el accidente y que la víctima había sido inducida en error, por lo que se acudió ante un juez de garantías quien ordenó revocar la decisión de archivo y disponer que se continuara con las diligencias de investigación.

Sostiene el Procurador Judicial que una vez analizado lo sucedido, al igual que el tipo penal que se enrostra, el análisis que hace el fiscal, y lo que dice la víctima relacionado con la negligencia, le llama fuertemente la atención el que la víctima en tres años no acudiera a pedir que agilizaran su trámite. 
Considera que deben apreciarse aspectos de gran trascendencia con miras a determinar la existencia de los elementos configurativos y estructurales del tipo penal de prevaricato por omisión, para cuyo efecto toma como base lo consagrado en auto del H. Corte Suprema de Justicia del 12-11-14 radicado 44582, y destaca que no se puede desconocer que en toda la actuación obra el postulado de la buena fe, no solo de los servidores públicos, sino de los particulares. 
Por lo expuesto la Procuraduría no se opone a la preclusión que reclama el ente investigativo.

1.6.- Finalmente, el señor apoderado de la funcionaria indiciada coadyuva la petición elevada por el señor fiscal, al haberse establecido lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 332 del C.P.P, esto es, la atipicidad de la conducta investigada por el presunto comportamiento de prevaricato por acción. 

Afirma que de los elementos materiales probatorios que se presentan se puede concluir que el comportamiento que se le enrostra a su prohijada es atípico, porque en ningún momento su protegida omitió un acto propio de sus funciones, en cuanto le llegaron a su despacho las diligencias por lesiones personales culposas para tomar la decisión del caso, y lo que dispuso como correspondía fue la ejecución de un programa metodológico y por medio de su investigador obtiene la información respectiva. 

Este sistema exige un rol determinado al fiscal, y efectivamente a este funcionario le corresponde investigar los hechos, pero para ello tiene a sus investigadores quienes realizan los programas metodológicos, y fue precisamente por esa vía que obtuvo un informe en donde se le da a conocer que el 25 de agosto de 2014 se hizo presente la señora LUZ ADRIANA GONZÁLEZ CARDONA y manifestó su deseo de desistir de la acción penal.

Como quiera que se trataba de un informe rendido bajo la gravedad del juramento, tomó la decisión de archivar las diligencias porque según el procedimiento penal vigente una de las formas de extinción de la acción penal en delitos querellables es el desistimiento. 

Respecto a lo argumentado por el señor representante de víctimas en relación con que su representada omitió lo dispuesto en el artículo 76 del C.P, esto es, que tan pronto se presenta el desistimiento la Fiscalía está en la obligación de verificar si el desistimiento es libre, consciente y voluntario antes de archivar las diligencias, obviamente que esto ocurre cuando las víctimas hacen estas manifestaciones en forma verbal o igualmente cuando lo hacen a través de un escrito que no está precedido de ningún funcionario judicial. Pero en el caso que nos ocupa la señora LUZ ADRIANA GONZÁLEZ, la información se dio por medio de un investigador, y éste debió preguntarle sí se trataba de una manifestación libre, consiente y voluntaria. Así las cosas, si tal acontecimiento tiene ocurrencia en presencia de un investigador de Policía Judicial, ningún fiscal tiene el deber de hacer nuevamente una verificación. 
De igual modo se le enrostra a su representada que ante ese desistimiento no verificó tampoco si efectivamente la persona que aparecía como indiciada, es decir el señor JOHN JAIME GUTIÉRREZ AGUILAR, había fallecido. Pero ocurre que esa labor no es directamente del resorte del fiscal, en cuanto se debe apoyar de la gestión de un investigador. Si no fuera así, entonces sería un sistema que colapsaría pues no solamente ordena su programa al investigador, sino que nuevamente tiene que hacer seguimiento punto por punto para establecer que lo que entrega el investigador es cierto. No tendría sentido la distribución de funciones en el sistema penal acusatorio. Se pregunta: ¿para qué un investigador si el fiscal tiene que verificar todo lo que reposa en el desarrollo del plan metodológico cuyo cumplimiento está en cabeza precisamente de los investigadores?
Considera finalmente que el tipo objetivo obviamente aquí no se enmarca, y tampoco el tipo subjetivo toda vez que la Dra. ELIZABETH RODRÍGUEZ se basó en un informe de investigador y por ello tomó la decisión, es decir, su actuación es carente de dolo. Anota al efecto que en reciente pronunciamiento (rad. 45410 del 01 de julio de 2015) el órgano de cierre en materia penal hizo un análisis del tipo de prevaricato y en uno de sus apartes sostuvo que: “la emisión de una providencia contraria a la ley constituye la expresión dolosa de la conducta, en cuanto se es consciente de tal condición, y se quiere su realización siempre que semejante contradicción surja evidente, sin necesidad de elucubraciones o complejas disertaciones y que esté presente no la convicción de acertar, de obrar bien, sino la finalidad opuesta de estos propósitos”. Y para el caso concreto en ningún momento se encontrará que la fiscal indiciada fuera opuesta a los propósitos de ajustar su actuar a la ley, y mucho menos causar un daño a la señora LUZ ADRIANA GONZÁLEZ, porque, se insiste, su decisión la tomó acatando un informe de investigador donde se decía que se desistía, y por ello su representada actuó de esa manera; es decir, que el comportamiento oficial está desprovisto de dolo, y por ende no se tipifica el prevaricato por omisión, ni objetiva ni subjetivamente, a consecuencia de lo cual lo que procede es la preclusión.

2.- Para resolver, se considera
2.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con el fuero especial que establece el inciso segundo del artículo 34 de la Ley 906 de 2004, al poseer la persona aquí indiciada la calidad de fiscal en este Distrito Judicial para el momento en que según se afirma ocurrió el hecho atribuido.

2.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae a establecer si tiene fundamento la solicitud de preclusión presentada ante este Tribunal por parte del Delegado de la Fiscalía General de la Nación, a favor de la funcionaria indiciada Dra. ELIZABEHT RODRÍGUEZ VÉLEZ, y por la causal atipicidad del hecho investigado.
2.3.- Solución a la controversia
Según se extracta de la solicitud preclusiva que formula el ente persecutor delegado ante esta Corporación y de la respectiva carpeta que soporta su intervención, la raíz del problema que compromete la presunta responsabilidad penal de la fiscal indiciada hace relación con el hecho de no haber realizado las labores de verificación necesarias antes de proceder al archivo de la actuación preliminar que tenía a su cargo, en cuanto el desistimiento de la víctima que le daba fundamento estaba viciado por la inducción en error, ya que el investigador del CTI asignado al caso le dio una información falsa a la ofendida consistente en que el conductor del vehículo causante de la colisión y de las consiguientes lesiones en su cuerpo había fallecido y ya no había nada que hacer, a causa de lo cual ella firmó el desistimiento. 
Se afirma que esa manifestación hecha a la víctima era falsa, toda vez que se logró demostrar en forma posterior que la real identidad del referido conductor no podía ser la reportada en el informe de tránsito, porque esa persona había fallecido varios años antes del hecho de tránsito. 
Significa lo anterior, que para llegar a la atribución de responsabilidad por prevaricato por omisión en el caso concreto de parte de la fiscal indiciada, se tendría que demostrar que dentro de las funciones a ella asignadas estaba específicamente la de hacer esa verificación en forma personal y directa. Y ocurre que si bien existe una norma expresa que indica que los fiscales deben percatarse de los presupuestos de legalidad de los desistimientos, no otro que el artículo 76 C.P.P., en el caso singular se sabe que no fue ante la delegada fiscal que se surtió esa voluntad de la víctima en dar por concluida la actuación preliminar por la conducta querellable de lesiones personales culposas, sino ante el investigador adscrito al CTI que había sido delegado para llevar a cabo las actividades propias del programa metodológico, funcionario que efectuó la entrevista a la afectada contentiva de la referida expresión de voluntad. 
Se comprende de ese modo, que la fiscal ahora comprometida en el presente asunto recibió un informe en uno de cuyos anexos estaba la susodicha entrevista con el desistimiento incorporado, y fue esa y no otra la causal de extinción de la acción penal que adujo para proceder con el consiguiente archivo. No se invocó por parte alguna por tanto esa otra causal de preclusión consistente en la muerte del indiciado o procesado, sino única y exclusivamente, se repite, el desistimiento.
Queda claro entonces que lo a valorar judicialmente no era el deceso de la persona implicada en la actuación preliminar por lesiones personales culposas, sino única y exclusivamente el desistimiento expresado por la víctima. Y la pregunta que de allí surge es la siguiente: ¿quién era el funcionario encargado de verificar que esa expresión de voluntad de parte de la víctima fuera libre y debidamente informada?, y la respuesta sin lugar a dudas es: el investigador adscrito al CTI comisionado para las diligencias propias del programa metodológico, como quiera que tenía funciones de policía judicial y con fundamento en ellas no solo recibió esa entrevista, sino que rindió un informe a la señora fiscal que se entendía prestado bajo la gravedad del juramento.
Entre el investigador y la fiscal mediaba, tenía que mediar, un principio de confianza, dado que, tal cual lo ponen de presente el Fiscal, el defensor de confianza y el Procurador Judicial, ella obró conforme a la información recibida, y por supuesto no estaba dentro de sus deberes oficiales el tener que ratificar o de alguna manera constatar que el contenido de ese informe policial estuviera ajustado a la verdad. Menos aún podría exigírsele que verificara por qué razón, motivo o circunstancia la víctima había tomado la decisión de extinguir la acción penal, como para hacer elucubraciones acerca de que ello tuvo su origen en una aseveración falsa de parte del investigador. 
La Sala entiende y tiene claro, que si un fiscal omite ese deber en los casos en los cuales está obligado a hacerlo, tal actitud hace incurrir al funcionario en el punible de prevaricato bien por acción ora por omisión. Un ejemplo de ello lo constituye una muy reciente determinación adoptada por esta misma Sala con ponencia de quien ahora cumple igual función
, en donde se negó la preclusión solicitada a favor de una fiscal en un caso similar, y donde se sostuvo expresamente lo siguiente:
“Basta decir que […] no era posible atender esa solicitud del querellante, por cuanto: (i) el motivo aducido para presentar ese desistimiento, es decir, la caducidad de la acción penal, era falso, o si se quiere inexistente; y (ii) la fiscal XXX estaba en el deber de poner de presente a quien desistía acerca del error en el que se encontraba […] Se trata de una situación vinculante, porque de conformidad con lo prescrito en el artículo 76 de la misma codificación adjetiva: “En cualquier momento de la actuación y antes de concluir la audiencia preparatoria, el querellante podrá manifestar verbalmente o por escrito su deseo de no continuar con los procedimientos. Si al momento de presentarse la solicitud no se hubiese formulado la imputación, le corresponde a la Fiscalía verificar que ella sea voluntaria, libre e informada, antes de proceder a aceptarla y archivar las diligencias […]”. De ese modo, el motivo o la razón que llevó al denunciante a desistir no tenía un fundamento legal y la delegada fiscal ahora cuestionada estaba en el deber de advertírselo al usuario de la Administración de Justicia”. 
Los hechos fundantes de esa determinación cuyo aparte se transcribe y que habían dado lugar igualmente a un indebido archivo de una indagación preliminar, son similares al caso que ahora concita nuestra atención y por lo mismo la Sala estaría tentada a tomar similar determinación de negar la preclusión, de no ser porque como se aprecia existe una diferencia sustancial que no es nada distinto a que en el presente asunto medió la intervención de un investigador de policía judicial como funcionario facultado para recibir la entrevista que contenía el pluricitado desistimiento. 

Si nos atenemos a la información aportada por la perjudicada en el hecho de tránsito, hay que admitir que tomó la determinación de desistir engañada por la información según la cual el conductor del vehículo causante de sus lesiones había fallecido, y no puede ser diferente el análisis porque eso fue lo que dio pie precisamente a la revocación judicial del archivo, pero de allí no se sigue que ello dé soporte por sí solo para pregonar que la fiscal violó el deber de verificación de ese desistimiento a voces del articulo 76 C.P.P. Y la razón es sencilla: si en verdad hubo un engaño (dolo) o quizá una información errada (no intencional), la causante de tal situación no fue la señora fiscal aquí denunciada, sino que a ello dio lugar supuestamente otro funcionario debidamente comisionado para ese trámite (el investigador del CTI) quien tenía plena autonomía para el efecto. Luego entonces, no era la fiscal sino el referido investigador quien estaba en el deber de verificar que ese desistimiento que ante él se surtía fuera libre, voluntario y debidamente informado. 

En otras palabras, si ese investigador engañó y por esa vía fraudulenta obtuvo el desistimiento, no es situación adjudicable a la fiscal que tomó todo ese contenido del informe y sus anexos como verídico. Y no podía ser de otra manera, porque se trataba de un documento público y además rendido bajo la gravedad del juramento. 

Es cierto que si la delegada fiscal hubiese sido más diligente, o quizá más persuasiva en su gestión, como según se informa lo fue el actual apoderado de la víctima, habría descubierto la referida falsedad personal que allí se tejía en perjuicio de los intereses de la afectada en el hecho de tránsito. Pero también lo es que la fiscal indiciada obró atenida a un solo dato procesal: el DESISTIMIENTO, y ello por sí solo bastaba para proceder en la forma en que lo hizo, sin miramiento alguno de la causa para que ese desistimiento se diera, esto es, el supuesto fallecimiento de quien se tenía como conductor del rodante que causó la tragedia. 
Lo anterior es así de claro porque una cosa no dependía de la otra. El desistimiento tenía un valor autónomo en tan particulares circunstancias, como quiera que la fiscal ignoraba los pormenores del supuesto engaño que según se afirma fue cometido por el investigador del caso y que tuvo su origen en una falsedad personal.

Y si lo anterior es así, como en efecto lo es, entonces se debe descartar de plano el dolo en la funcionaria investigada y con ello se abre paso la atipicidad de la conducta pregonada por el delegado Fiscal ante esta Corporación, ya que el tipo subjetivo del prevaricato exige el elemento de la intencionalidad y no admite la modalidad culposa.

Es más, si se hilara más delgado, aunque al Tribunal no le corresponde por supuesto penetrar en el análisis acerca de si el investigador del CTI a quien le correspondió atender a la señora LUZ ADRIANA GONZÁLEZ en su condición de víctima, pudo o no haber obrado de manera dolosa cuando se afirma que la engañó al anunciarle la muerte del sujeto comprometido en el hecho de tránsito, en preciso asegurar que en este asunto subyace un debate como quiera que podrían sobrevenir argumentos en pro o en contra de esa tesis. Por ejemplo, que el investigador sí obró dolosamente al intentar obtener un desistimiento cuando bastaba demostrar el deceso del conductor de ese vehículo, porque esa muerte por sí sola ya generaba la extinción de la acción penal. O viceversa, que no obró con dolo sino simplemente de manera culposa por no percatarse que ese individuo había fallecido con anterioridad al momento del hecho de tránsito y que el responsable tenía que ser una persona diferente, con lo cual, no era viable por negligencia patrocinar en esas condiciones el archivo de las diligencias. 

E igual reflexión cabe para el anterior apoderado de la víctima, porque al menos del material obrante en la carpeta no se extrae a ciencia cierta que el citado profesional haya obrado en forma mancomunada con el investigador del caso para defraudar los intereses de su representada. Simplemente se le censura que fue negligente al no pedir ese certificado de defunción antes de aconsejar a su cliente que firmara el desistimiento. 

Si como vemos el dolo en el investigador y en el apoderado de confianza de la señora GONZÁLEZ CARDONA, en condición de personas que la atendieron de primera mano, se encuentra en discusión, entonces qué se puede afirmar de la intencionalidad de parte de la fiscal RODRÍGUEZ VÉLEZ, quien simplemente recibió la información y le otorgó el valor que por ley correspondía.

Para admitir sin ambages la posición de la parte denunciante en este asunto, se tendría que llegar a establecer que el investigador del CTI, el apoderado de confianza para aquella época, y la fiscal, se pusieron de acuerdo, se confabularon, entraron en connivencia para defraudar en forma dolosa a la víctima del accidente de tránsito señora LUZ ADRIANA GONZÁLEZ CARDONA; y eso, por supuesto, es ajeno a lo que los medios de conocimiento indican.

Téngase presente además, que la omisión por omisión no es punible en nuestro derecho penal de corte culpabilista que repudia la responsabilidad penal por el simple hecho de la relación causal, de donde la mera omisión en la función por sí sola no alcanza a colmar las exigencias dogmáticas del tipo penal a ella atribuido.

Para rematar, como lo puso de presente el delegado fiscal ante esta Corporación, en el caso singular no hubo perjuicio alguno para la víctima porque ese archivo a causa del desistimiento viciado fue removido por la judicatura y por supuesto se dispuso la compulsación de copias para investigar el punible de falsedad personal o suplantación de la identidad que se visualizó en el presente asunto. 

Así las cosas, el Tribunal avala la solicitud preclusiva en los términos solicitados por el delegado fiscal ante esta Corporación y en consecuencia se impone la declaratoria de atipicidad en el delito investigado por falta de dolo en ese no actuar atribuido a la funcionaria investigada.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal,

RESUELVE 

PRIMERO: SE DECRETA la PRECLUSIÓN de la acción penal a favor de la Dra. ELIZABETH RODRÍGUEZ VÉLEZ, en su condición de Fiscal 37 local de Pereira (Rda.), por los hechos presuntamente constitutivos del punible de prevaricato por omisión y por las razones anunciadas en el cuerpo motivo de esta providencia.

SEGUNDO: En firme esta decisión se archivarán las diligencias en forma definitiva en lo que atañe a la indiciada Dra. RODRÍGUEZ VÉLEZ.
TERCERO: Contra la presente determinación proceden los recursos ordinarios de ley, cuya interposición y sustentación debe hacerse dentro del trámite de la audiencia.
La decisión queda notificada en estrados.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Decisión de mayo 19 de 2016 radicado N° 66001600005820110085001.
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